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La represión de los crímenes 
internacionales 


A raíz de las dos últimas conflagraciones mundiales, los inter- 
nacionalistas han sentido la urgencia de integrar un concepto jurídico 
del delito en el Derecho Internacional que permita a los estados ejercer 
una función represiva contra los atentados de lesa humanidad que se 
cometen durante la guerra, y contra la guerra misma que es el más 
grande de dichos atentados. Esta función represiva no es trasunto 
de una finalidad expiatoria, sino se justifica —<omo en el Derecho 
Penal Interno— por razones de seguridad y de intimidación, cuya 
mira ulterior es impedir a los dirigentes de los Estados que impune- 
mente desencadenen el flagelo de la guerra, o autoricen durante ella 
la perpetración de excesos que hieren los sentimientos humanitarios 
de la Comunidad Internacional. 

La historia nos demuestra que al final de casi todas las guerras, 
los vencedores han impuesto su voluntad a los vencidos sin atender a 
otros sentimientos que a los de venganza, exacerbados por las pasiones 
del momento. Si no fuera histórico, tendría el grafismo de una pa- 
rábola el gesto de Breno arrojando su espada en el platillo de la balan- 
za en que se pesaba el rescate que deberían pagarle los romanos sub- 
yugados, a la vez que exclamaba con tono profético: ¡Ay de los 
vencidos! También tiene perfiles lapidarios la imagen de las horcas 
caudinas en que el vencedor hace alarde de su fuerza y deja relegado 
el sentimiento de justicia para solazarse ante la humillación del ene- 
migo. 

El mismo cuadro se ha repetido cientos de veces en la historia de 
la humanidad cada vez que la paz ha sido impuesta por los caudillos 
militares. El mismo tratado de Versalles de época reciente, lejos de 
ceñirse a una justicia estricta, intentó obligar a los vencidos a pagar 
contribuciones tan exorbitantes que después hubo necesidad de atem- 
perar por medio de moratorias. 

La situación antijurídica que crean los tratados de paz dictados 
por los vencedores, ha sido en los últimos años objeto de la enérgica 
repulsa de los juristas, pioneros de la justicia en el decurso de la his- 
toria. Dicha repulsa se ha plasmado por vez primera en el derecho 
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positivo en la Declaración de Bogotá, en la que se proclamó el princi- 
pio de que la victoria no crea derechos. 

Siguiendo el curso de este razonamiento, en la elaboración del 
Derecho Penal Internacional se plantea de inmediato el siguiente di- 
lema: el ejercicio de la función represiva todavía significa en la ae- 
tualidad dar facultades a los vencedores para que unilateralmente 
castiguen a los vencidos; si se niega el derecho a ejercer esa represión, 
el mundo verá indignado que quedan impunes crímenes tan horren- 
dos como los asesinatos en masa de Dachau y Auschwitz, cuya magni- 
tud inusitada ha dado nacimiento a un nuevo tipo de delito: el geno- 
cidio, o extirpación sistemática de un grupo racial o nacional. No 
hay duda que crímenes de esas proporciones deben considerarse como 
hostis humani generis y al ser objeto de la condena unánime de todos 
los países civilizados, su castigo deviene un imperativo de justicia. 

Esta conclusión adolece de un defecto de orden práctico, y es que 
los jueces en estos fallos continúan siéndolo los vencedores, a la vez 
que la conducta de ellos mismos queda extramuros del derecho penal, 
ya que el poder punitivo no puede ir más allá de lo que ellos autoricen. 
Así resulta irrelevante, por ejemplo, enjuiciar jurídicamente hechos 
tales como los bombardeos atómicos de Hiroshima y Nagasaki, que 
militar y políticamente son justificables, pero inaceptables para el 
Derecho. 

Estos casos anómalos tendrán que subsistir en tanto que no exista 
un organismo superior, que sea susceptible de imponer sus decisiones 
a cada uno de los estados individuales y hacerlas cumplir por la fuerza, 
si necesario fuere. Hace falta, en otras palabras, que la organización 
de las Naciones Unidas tenga un poder judicial capaz de hacer eje- 
cutar sus fallos. El problema continúa en pie dentro de la actual orga- 
nización de la Comunidad de las Naciones y el concepto del delito ha 
tenido que integrarse provisionalmente en el Derecho Internacional 
con un criterio positivo, pudiéndose definir como lo ha hecho Gillin S 
como un “acto que se considera socialmente perjudicial por un grupo 
de hombres que tiene el poder de hacer valer sus opiniones”. 

El concepto anterior, esencialmente pragmático, no puede satis- 
facer al ideal de justicia, por querer convertir en jurídica una simple 
situación de hecho basada en el poderío de los vencedores. Sin em- 
bargo, no podemos negar la validez jurídica a ciertas figuras delicti- 
vas modeladas por los vencedores, cuando el consenso general de las 
naciones civilizadas reconozca la existencia de dichas figuras jurídico- 
penales. Esta piedra de toque del consenso del mundo civilizado se 


1 Criminology and Penology (1926). 


5 


antoja a primera vista imprecisa, ya que surgen las dudas en cuanto 
a la manera en que habrá de manifestarse ese consenso y en cuanto 
al mínimo de países que habrían de concurrir a integrarlo. Las ex- 
periencias en el Derecho Internacional se encargan de disiparnos esas 
dudas: el consenso de las naciones se halla en muchos tratados mul- 
tipartitos y aún en las prescripciones del derecho interno. En la 
esfera internacional ya son indiscutibles varias figuras delictivas 
universalmente reconocidas, «tales como la piratería, la trata de blan- 
cas, el tráfico de esclavos, el de estupefacientes, etc. Todos ellos 
han sido gradualmente incorporados al Derecho Internacional como 
crímenes de lesa humanidad, cuyo castigo no está sujeto a las trabas 
de la jurisdicción local, y puede ser impuesto por cualquier Estado. 

Resuelto el problema tipológico con el criterio de universalidad 
que queda indicado, los juristas pasan a enfrentarse con las proyec- 
ciones internacionales del principio rector del derecho penal, o sea 
que no existe ningún delito ni ninguna pena que no hayan sido esta- 
blecidos por una ley anterior. El problema se puede enfocar desde 
dos ángulos distintos: desde el punto de vista de lege ferenda, que 
se resuelve teóricamente por medio de la codificación, tal como lo han 
hecho Vespasien Pella 2, Donnedieu de Vabres? y Quintiliano Sal- 
daña * entre otros; y desde el punto de vista del juez ante quien se 
plantea un caso concreto que exige inmediata resolución, sin esperar 
a que se termine el prolongado trabajo de la codificación. Este úl- 
timo constituyó un problema crucial para los juzgadores que cono- 
cieron de los procesos de Nuremberg contra los criminales de guerra, 
es decir, la carencia de un cuerpo homogéneo de leyes que sirvieran 
de base para la calificación de los delitos y para la aplicación de las 
penas. Como la mayoría de los jueces eran anglosajones, el sistema 
a aplicarse fue naturalmente el del stare decisis, que da a los juzga- 
dores latitud suficiente para aplicar su criterio de equidad y justicia 
conforme a precedentes históricos. Esos precedentes tuvieron que 
buscarse a través de toda la historia del Derecho Internacional hasta 
los tiempos de Grecia y Roma. Pero como había necesidad de fun- 
damentar los fallos sobre bases que resistieran la prueba de la crítica 
mundial y especialmente de otros sistemas jurídicos en que la juris- 
prudencia no es fuente primordial de derecho, la exigencia contenida 
en el principio nulla poena sine lege también se satisfizo en los pro- 
cesos de Nuremberg con la aplicación de varios convenios multilate- 


2 “La Criminalité Collective des Etats et le Droit Pénal de l'avenir” 
Bucarest, 1926. y 

3 “Introduction a Etude du Droit Pénal International”, Paris, 1922. 

4 Proyecto de Código Penal Internacional. 
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rales dentro de los cuales están tipificadas varias de las figuras de- 
lictivas por las que se juzgó a los criminales de guerra. Entre esos 
convenios —suscritos también por Alemania e Italia— figuran en 
lugar preeminente el Pacto de París (Kellog-Briand) y la Conven- 
ción de La Haya sobre regulación de la guerra terrestre, que son 
preexistentes a la ruptura de hostilidades. Los otros pactos que se 
refieren a los criminales de guerra, tales como las declaraciones de 
Moscú en 1943, de Postdam en 1945 y aún la propia Carta de Nurem- 
berg deben considerarse como resoluciones unilaterales y como prin- 
cipios ex post facto, que para el Derecho tienen un interés simple- 
mente teórico, pero son inaceptables para fundamentar un fallo. 

El tercer problema fundamental en la aplicación de las penas a 
los responsables de los delitos de lesa humanidad radica en la iden- 
tificación del sujeto activo del delito. ¿Quiénes son los directamente 
responsables de los crímenes de la guerra: la nación entera, o sólo 
un grupo de dirigentes? Las experiencias pasadas demuestran que 
los dirigentes políticos son por lo general los que orientan la conducta 
internacional de una nación. Los asuntos de estado son siempre ma- 
nejados por un grupo reducido de personas que han recibido un man- 
dato de sus electores, y que en muchas ocasiones se exceden en el 
ejercicio de ese mandato, comprometiendo a sus poderdantes en 
aventuras bélicas, de las cuales dependen los destinos futuros de la 
nación. Los electores jamás son consultados antes de ser precipita- 
dos a esas aventuras, y su voluntad es un factor secundario. Ante 
ese hecho incontestable, el Derecho Penal Internacional trata de en- 
derezar la función represiva de manera inmediata hacia los indivi- 
duos, y de manera mediata hacia el Estado (entidad política; no 
hacia la Nación, entidad sociológica). A los individuos se les aplican 
penas corporales; al Estado, persona jurídica a la cual es físicamen- 
te imposible aplicar dichas penas, se le sanciona por medios económi- 
cos, militares, territoriales, diplomáticos, etc. 

Cuando se trata de imponer penas corporales a los dirigentes 
políticos y militares de un Estado agresor, a menudo se plantea el 
problema de la extradición de los que se han refugiado en países ex- 
tranjeros. ¿Deberán considerarse los crímenes de guerra como deli- 
tos políticos que quedan al margen de la extradición o son por el 
contrario delitos que afectan a la humanidad entera y que deben ser 
reprimidos en cualquier país en que se encuentren los responsables? 
En las dos últimas guerras mundiales, un sentimiento de humanita- 
rismo ha inspirado a varios países a otorgar el derecho de asilo a 
los perseguidos por crímenes de guerra y a negar la extradición. 
Tal sucedió cuando a raíz de la Paz de Versalles, el kaiser Guiller- 
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mo II se refugió en Holanda, y durante la guerra recién pasada en 
que la República Argentina se negó a aceptar la extradición de los eri- 
minales de guerra. Sin embargo, la tendencia actual del Derecho 
Internacional es a integrar un concepto del delito internacional cuya 
represión no debe ser estorbada por las jurisdicciones locales, que más 
bien deben cooperar a que la justicia se cumpla en todas partes. 

De lo que venimos exponiendo se colige que el Derecho Penal 
Internacional, todavía en estado de fluidez, ha llegado a un período 
erítico. No falta mucho para que se solidifique en un cuerpo de leyes 
de observancia universal que satisfaga el principio nulla poena sine 
lege, que persiste como requisito imprescindible de la técnica jurídico- 
penal. El problema hoy en día sigue siendo de lege ferenda y en ello 
se ocupa actualmente el Sexto Comité de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas. En dicho comité se ha tratado de integrar provi- 
sionalmente el Derecho Penal Internacional positivo con los princi- 
pios formulados en la Carta de Nuremberg, en tanto que se elabora 
lentamente un código que no se circunscriba a los crímenes llamados 
interestatales sino que incluya las múltiples figuras delictivas que 
deben ser objeto de la represión internacional. 

Los principios sustentados por la Carta de Nuremberg 3, que se 
tratan de adoptar supletoriamente por la Comunidad Internacional, 
son los siguientes: 1) la supremacía del Derecho Internacional sobre 
el Derecho Interno; 2) el Derecho Penal Internacional es aplicable a 
los individuos, y los tribunales internacionales tienen jurisdicción 
para conocer de los cargos que se formulen contra dichos individuos, 
sin que por eso se excluya la responsabilidad penal del Estado delin- 
cuente; 3) no es circunstancia eximente de responsabilidad penal la 
posición oficial del delincuente ni las órdenes que pudo haber reci- 
bido de un superior; 4) todas las guerras de agresión son de natu- 
raleza criminal; 5) son crímenes de guerra todas las violaciones a las 
leyes que reglamentan las hostilidades según la Convención de La 
Haya. 

En suma, puede concluirse que la tendencia del Derecho Penal 
Internacional contemporáneo es a plasmarse en reglas de derecho 


5 Yuen-li Liang: “The General Assembly and the Progressive Develop- 
ment and Codification of International aw”, Amer. Jour. of Int. Law, Jan- 


uary, 1948. 
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que será de observancia universal mediante el consenso librevolente 
de los estados. Así se contará con un derecho positivo que cumpla 
con los desiderata de la justicia y deje de ser trasunto de la voluntad 
arbitraria de los vencedores. Los juicios de Nuremberg pueden con- 
siderarse como una etapa necesaria en esta evolución, en tanto que 
han evidenciado la necesidad de disponer de una premisa jurídico- 
penal dentro de la cual puedan subsumirse los crímenes contra la Co- 
munidad Internacional, y en tanto que han sentado las bases de esa 
premisa. 


El Delito de Genocidio en la 


Legislación Guatemalteca 


El 30 de noviembre de 1949 el Congreso de la República emitió 
el Decreto N* 704 aprobando la Convención para la Prevención y 
Sanción del Delito de Genocidio, que fuera suscrita ad referendum 
por el delegado de Guatemala ante las Naciones Unidas. Ratificada 
el 13 de diciembre del propio año, la Convención entró en vigor como 
Ley de la República el 14 de enero de 1950 ?, 

El 22 del mismo mes, el diario New York Times publicó un 
editorial en que se comenta favorablemente la prontitud con que 
Guatemala procedió a ratificar la Convención, y señala el hecho 
significativo de que nuestro país sólo ha sido igualado por otras seis 
naciones: Australia, Etiopía, Islandia, Noruega, Ecuador y Panamá ?. 
Y al lamentar la lentitud con que han procedido las grandes poten- 
cias —incluso los Estados Unidos, que antes se habían manifestado 
tan fervientes partidarios del convenio— el rotativo concluye por 
formularse la interrogante: ¿Son los países pequeños los guardianes 
de la conciencia mundial ? 

Las razones que han tenido la mayoría de las naciones para 
diferir la ratificación de la Convención sobre Genocidio son princi- 
palmente de orden constitucional y se han expuesto en las legislatu- 
ras respectivas al tratarse de su aprobación. Antes de referirnos 
a estos escollos constitucionales, creemos oportuno dar algunos datos 
biográficos de este tipo novísimo de delito que recientemente obtu- 
viera carta de naturaleza en nuestro ordenamiento penal. 

El vocablo Genocidio (del griego genos, que significa raza, na- 
ción o tribu, y el latín cide, que significa matar), fue creado en 1944 
por Rafael Lemkin en una obra publicada por la Dotación Carnegie 
para la Paz Internacional *, que trata de la ocupación de Europa por 
los países del Eje durante la Segunda Guerra Mundial, y del impacto 
que esa cruenta ocupación causó en la conciencia jurídica internacio- 
nal. Los exterminios en masa de la población judía, llevados a cabo 


1 Publicada en el Diario Oficial N9 27, tomo 57 del 6 de enero de 1950. 

2 El 12 de enero de 1951 entró en vigor la Convención, después de haber 
sido ratificada por 20 países. 

3 “Axis Rule in Occupied Europe”. 
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con deshumanizada frialdad en los campos de concentración de Ber- 
gen-Belsen, Dachau, Auschwitz y otros de macabra evocación, eran 
atrocidades que no podían subsumirse dentro de ninguno de los tipos 
clasificados como delitos de guerra, y menos aún en el tipo corriente 
de asesinato, cuya magnitud aparece empequeñecida por las gigan- 
tescas proporciones de estos crímenes. El mundo civilizado se pro- 
nunciaba airado contra la impunidad de estos actos monstruosos, 
impunidad debida a que en la mayoría de los casos se perpetraban 
por el Estado en contra de sus propios nacionales. Urgía, pues, 
combatir esa impunidad por medio de un agente que ejerciera eficaz- 
mente la función represiva, y éste no podía ser otro que una organi- 
zación internacional, superior a los estados integrantes. Lemkin ve- 
nía luchando en esta campaña desde hacía varios lustros, y ya en 1933 
había sometido un proyecto a la Conferencia Internacional para la 
Unificación del Derecho Criminal, que se reunió en Madrid. En 
esa Ocasión propuso que se incorporaran al Derecho Penal dos nuevos 
tipos delictivos, que al igual que la piratería, merecen la condena 
de todas las naciones. Ellos eran el de Barbarie y el de Vandalismo, 
que más tarde llegó a reunir el mismo autor en una sola figura que 
llamó Genocidio *, al cual definió como la destrucción de una nación 
o de un grupo étnico. 


La incorporación de la nueva figura delictiva a la nomenclatu- 
ra penal internacional no significa en manera alguna que los actos 
genocidas sean una manifestación nueva del morbo colectivo. La 
historia aparece plagada de ejemplos de la persistencia secular de 
este flagelo, que frecuentemente se ha incubado en la intolerancia 
religiosa, desde que ella tenía por escenario a los circos romanos y 
por víctimas a los cristianos primitivos, hasta la época en que el 
Cristianismo ha triunfado como doctrina del mundo occidental y la 
Inquisición en España se dedicó a perseguir a todos los que acusaban 
síntomas de heterodoxia. Sus actos de fe son casos típicos de geno- 
cidio religioso. Después del Cisma, el exterminio masivo por moti- 
vos religiosos se generaliza en la Europa occidental, y la lucha contra 
el Dogma llega a influir decisivamente en la Política. Conocidas son 
las luchas entre católicos y hugonotes y las matanzas que diezmaron 
a ambos grupos con frecuentes alternativas. 


2 R. Lemkin: “La Terrorisme”, Paris, 1935; “Les Actes Créant un Dan- 
ger Général (interétatique) considerés comme Delits de Droit de Gens”, Paris, 
1933. “Memorandum sur la Necessité d'inclure les Clauses contre le Genocide 
dans les traités de Paix”, Paris, 1946, “Genocide as a crime under Interna- 
tiona Law”, American Journa of Int. Law, NO 1. vol. 41. 
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Por motivos políticos y económicos se ha perpetrado el genoci- 
dio en tiempos más modernos. La Revolución Francesa se ensañó 
contra las clases aristocráticas de la sociedad, y la Revolución Rusa 
ha predicado la violencia para arrebatar el poder a las clases no 
proletarias. 


El exterminio de grupos raciales alcanzó enormes proporciones 
durante la conquista de América, no obstante los esfuerzos de los clé- 
rigos españoles encabezados por Las Casas, y a pesar del espíritu 
tutelar de las Leyes de Indias, inspirados ambos en la defensa de los 
aborígenes. En la América del Norte la persecusión fue quizá más 
despiadada, y la destrucción de los indios se llevó a cabo de una 
manera sistemática, hasta llegar a ser casi total. 


Pero en todos los ejemplos históricos nunca nos encontramos 
con el Genocidio tan químicamente puro como en la Alemania de 
Hitler. Allí se emprende por el Estado la destrucción inmisericorde 
de la raza judía, sin ningún otro motivo que una fanática consigna 
de depuración racial, inspirada por las tesis descabelladas de Gobi- 
neau y sus epígonos. Allí llega a penetrar el Genocidio hasta pro- 
fundidades inauditas, y ya no se sacia con destruir a los individuos 
y a sus familias, sino pretende aniquilar a una nación entera y 
erradicar los brotes de su cultura y de su vida objetivada. Este 
genocidio cultunal está simbolizado por la famosa quema de libros 
judíos en los albores del régimen nazista, cuya puerilidad no puede 
menos que recordarnos aquella Otra quema cervantina de los libros 
de caballerías, en que también se trató de incinerar a las ideas. 

El Genocidio resulta un crimen sui generis por la situación de 
impunidad en que generalmente se encuentran los delincuentes. Sólo 
así se explica, que los casos que encontramos en nuestra ojeada his- 
tórica hayan quedado sin sanción penal, no obstante las extraordi- 
narias proporciones del bien jurídico lesionado. El genocidio típico 
se comete por instigación de los gobernantes o funcionarios públicos, 
o bien contando con su connivencia, y siendo ellos los depositarios de 
la autoridad, no es humanamente probable que estén dispuestos a 
castigar sus propios actos criminógenos. Por esta causa, la perse- 
cución del Genocidio sólo puede ser efectiva si se encomienda a un 
organismo superior al Estado, y en tanto que este organismo no exis- 
ta, la única que puede tomar medidas de alguna eficacia para la 
prevención y sanción del delito, es la Organización de las Naciones 
Unidas. 

El Genocidio, por su misma naturaleza, pertenece a la esfera 
del Derecho Penal Internacional. Pero como este Derecho no es en 
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la actualidad más que un mero desideratum, de cuya codificación 
se ocupan afanosamente varias comisiones internacionales, mien- 
tras no se halle revestido de todos los atributos del derecho positivo, 
será inoficioso asignarle facultades represivas. No queda otro re- 
curso que encomendar la misión sancionadora al derecho interno de 
cada estado, aunque sea de manera provisional. Así se respeta a la 
vez el principio de la territorialidad del Derecho Penal, que se ha 
opuesto como uno de los más poderosos argumentos en contra de la 
jurisdicción internacional, todavía en pugna con el arraigado dogma 
de la soberanía. 

En contra del principio de la soberanía estatal absoluta, se ha 
esgrimido por los partidarios de la jurisdicción penal interestatal el 
concepto de interdependencia, sobre el cual se basa la existencia de 
la comunidad internacional, resultante del sacrificio de una parte 
mínima de esa soberanía. En esta autolimitación voluntaria de la 
soberanía se funda la Organización de las Naciones Unidas, la de 
Estados Americanos, la Corte Internacional de Justicia, y en ella se 
habrá de fundar la vigencia de un Código Penal Internacional del 
futuro. 

Por otra parte, la tendencia del Derecho Internacional de nues- 
tros días es la vuelta al humanismo y a la protección de la persona 
individual en contra de los abusos del estado a que pertenece. Cuan- 
do los regímenes transpersonalistas emprenden la conculcación pre- 
meditada del mínimo de derechos que son esenciales a la personalidad 
humana, el restablecimiento de esos derechos ya no se puede dejar 
exclusivamente en manos de la autoridad del Estado, por ser ineficaz 
y debe encomendarse a los órganos de la Comunidad Internacional. 
Esta solución sigue perteneciendo, 'empero, al terreno filosófico, ya 
que el aseguramiento internacional de los derechos humanos no ha 
llegado a cristalizar en normas de obligatoriedad inexorable, siendo 
todavía muchos los estados que rechazan cualquier forma de in- 
tervención en sus asuntos internos, incluso la discutida intervención 
humanitaria. 

En este estado de fluidez en que se encuentra el Derecho Inter- 
nacional actual, ha sido difícil que el delito de Genocidio se fije de 
manera definitiva en el lugar que le corresponde en la sistemática 
jurídica. Sin embargo, la tendencia es a extraerlo de su albergue 
provisional del derecho interno, para situarlo donde corresponde, es 
decir, en el Derecho de las Naciones. La primera concreción posi- 
tiva de este movimiento se manifiesta en la Resolución N? 96 de las 
Naciones Unidas, emitida el 11 de diciembre de 1946, en cuyo pro- 
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yecto colaboró el propio Dr. Lemkin. La definición del delito quedó 
ampliada de la manera siguiente: 


“Genocidio es la negación del derecho a existir de grupos huma- 
nos considerados en conjunto, así como el Homicidio es la negación 
del derecho a vivir de los seres humanos individuales. Tal negación 
del derecho a existir conmueve la conciencia de la Humanidad; sig- 
nifica grandes pérdidas a la Humanidad, por las contribuciones eul- 
turales y otras que estos grupos humanos representan; y es contra- 
ria a la ley moral y al espíritu objetivos de las Naciones Unidas”. 

Muchos son los casos de genocidio que han ocurrido siempre que 
se han destruído, en todo o en parte, grupos raciales, religiosos, y 
otros. 


El castigo del delito de Genocidio es asunto de interés interna- 
cional. 


La Asamblea General, Por Tanto: 


Afirma que el Genocidio, según el Derecho Internacional, es un 
delito que el mundo civilizado condena, y cuyos autores y cómplices 
deben ser castigados, así se trate de personas privadas, de funciona- 


rios Oo gobernantes, y ya se cometa, el delito por motivos religiosos, 
raciales, políticos u otros; 


Invita a los estados miembros a que emitan la legislación nece- 
saria para la prevención y castigo de este delito; 


Recomienda que se organice la cooperación internacional entre 
los estados con el objeto de facilitar la rápida prevención y castigo 
del delito de Genocidio, y con este fin. 


Pide al Consejo Económico y Social que emprenda los estudios 
necesarios con el objeto de redactar un anteproyecto de Convención 
sobre el delito de Genocidio, el cual será sometido a la consideración 
de la Asamblea General en sus próximas sesiones ordinarias”. 


En cumplimiento de la última parte de la resolución que queda 
transcrita, el Consejo Económico y Social emprendió la tarea de re- 
dactar un anteproyecto de convención, y tras un cuidadoso estudio 
y consultas a diferentes comités y subcomités de la Organización de 
las Naciones Unidas, al cabo de dos años se presentó finalmente el 
proyecto que fue aceptado por la Asamblea General y suscrito por los 
estados integrantes, Guatemala entre ellos, 


En dicha Convención se confirma la Resolución N?% 96 a que se 
ha hecho referencia, pero se le introducen modificaciones al enume- 
rar los elementos que integran el tipo delictivo de Genocidio. Se 
agrega un nuevo elemento, que se refiere a la época en que se comete 
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el delito, y se establece que el carácter de éste no varía, ya se cometa 
en tiempo de paz o de guerra (Artículo 19). 

Al definir el delito se sigue un sistema enumerativo, es decir, 
se formula una lista de los actos materiales que pueden constituirlo. 
A ello se agrega la presencia de un elemento subjetivo que se hace 
radicar en la intención de destruir total o parcialmente a un grupo 
nacional, étnico, racial o religioso, como tal (Artículo 22). 

Es evidente cuán difícil habrá de ser en la práctica la comproba- 
ción del elemento doloso en la comisión del delito. Especialmente en 
los casos típicos de genocidio, o sea cuando los sindicados son funcio- 
narios públicos o los propios gobernantes del país que ha de juzgar 
del delito, y las víctimas, personas sometidas a su jurisdicción. 

En el texto del artículo se ha omitido a los grupos políticos entre 
los susceptibles de destrucción punible, falla que es tanto más lamen- 
table cuanto que es intencional. La Resolución de 1946 los incluía 
expresamente, y el haberlos omitido ahora no puede atribuirse a mera 
preterición sino a un acuerdo deliberado. Interpretando el artículo 
22 a contrario sensu, bastaría que un gobierno invocara motivos po- 
líticos para atentar impunemente contra los grupos de ciudadanos 
que le son adversos. 

Según los términos del artículo 2%, los actos constitutivos de 
genocidio son: 


a) matanza de miembros del grupo; 

b) lesión grave a la integridad física o mental de los miembros 
del grupo; 

c) sometimiento intencional del grupo o condiciones de existen- 
cia que hayan de acarrear su destrucción física, total o par- 
cial; 

d) medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del 
grupo; y 

e) traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo. 


Al analizar los términos en que están concebidos los casos enu- 
merados, podríamos objetar la vaguedad de algunos y la demasiada 
amplitud de otros. Al referirse a la “matanza” de miembros del 
grupo, no se precisa si se hace referencia a los connacionales o a los 
regnícolas de un país extranjero. Si se considera incluído este últi- 
mo caso, la guerra misma constituirá un delito continuado de geno- 
cidio, y con mayor razón lo serían los bombardeos atómicos y en 
general, todos los ataques a la población civil de los países beligeran- 
tes, conclusión que es discutible. 
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La comprobación de las lesiones a la integridad mental, a que 
se refiere el inciso b) seguramente habrá de presentar dificultades 
insalvables. 

El genocidio cultural (que Lemkin llamó originalmente “van- 
dalismo”) no aparece incluído en la lista, lo cual es una sensible 
omisión. 

El artículo VI de la Convención fue el que motivó mayor número 
de controversias, y a la vez ha provocado censuras de parte de varias 
instituciones científicas, entre ellas, la Asociación Interamericana de 
Abogados. Dice así: 

“Las personas acusadas de genocidio o de uno cualquiera de los 
actos enumerados en el artículo 111, serán juzgados por un tribunal 
competente del Estado en cuyo territorio el acto fue cometido, o ante 
la Corte Penal Internacional que sea competente respecto a aquellas 
de las partes contratantes que hayan reconocido su jurisdicción”. 

Dicho artículo constituye el tendón de Aquiles de la Convención 
porque encomienda el juzgamiento del delito a la jurisdicción inter- 
na del Estado en cuyo territorio se cometió aquél, y como es fácil com- 
prender, cuando los delincuentes son funcionarios públicos o los pro- 
pios gobernantes, el castigo se convierte en ilusorio, por ser ellos 
mismos los encargados de administrar justicia y de ejecutar los 
fallos. 

Toda la Convención está inspirada en el principio de que el Ge- 
nocidio es un delito internacional, y en el mismo preámbulo se ma- 
nifiesta que para librar a la Humanidad de un flagelo tan odioso es 
necesaria la cooperación internacional. No obstante, cuando se tra- 
ta de crear un tribunal internacional que juzgue de los actos que 
constituyen el delito, surge un muro infranqueable formado por las 
constituciones de los estados, y hay necesidad de dar un paso atrás 
para encomendar la función judicial a las autoridades internas. La 
incongruencia se debe a que el Derecho Penal Internacional se en- 
cuentra en su infancia, y la Convención tiene que adaptarse a la 
realidad jurídica y no a simples aspiraciones. Las constituciones de 
la mayoría de los estados establecen que los delitos cometidos en sus 
respectivos territorios deben ser juzgados por los tribunales nacio- 
nales, y siendo tales constituciones de tipo rígido, la Convención no 
podría someter los casos de genocidio a una jurisdicción extraterri- 
torial sin exponerse a sufrir el rechazo casi unánime de las legisla- 
turas de dichos estados. El Derecho Internacional ha tenido qué 
frenar sus ímpetus y ajustar su marcha al paso cauteloso y moderado 
del Derecho Constitucional. 
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Es cierto que en la parte final del artículo VI se hace referencia 
a una corte penal internacional que sea competente, pero esta dispo- 
sición es inoperante en la actualidad porque no existe ningún tribu- 
nal internacional con jurisdicción penal obligatoria. La convención 
ha traspuesto así los linderos de la realidad jurídica, para proyec- 
tarse a un futuro más o menos lejano. 

Otra puerta de escape hacia la jurisdicción internacional es el 
Arto, 9%, que establece que las controversias entre las partes contra- 
tantes relativas a la interpretación, aplicación o ejecución de la Con- 
vención, incluso las relativas a la responsabilidad de un estado en 
materia de genocidio, serán sometidas a la Corte Internacional de 
Justicia a petición de una de las partes en la controversia. La forma 
verbal serán, es conceptualmente una forma atenuada de deberán, por 
lo que el sometimiento de las partes a la Corte Internacional de Jus- 
ticia claramente deja de ser opcional para tornarse obligatorio en los 
casos que contempla. Y estos casos son los de responsabilidad del 
Estado, o sea por los daños causados por sus agentes a los nacionales 
de otro. De esto se desprende que sólo cuando el genocidio afecta a 
los nacionales de otro estado, hay lugar a que intervenga un tribunal 
internacional; pero cuando las víctimas son los propios regnícolas del 
responsable, el único tribunal competente es el nacional, lo cual, se 
gún hemos apuntado, convierte a la Justicia en nugatoria. Por otra 
parte, la Corte Internacional de Justicia sólo entrará a conocer de la 
responsabilidad de la entidad Estado, no así la de los individuos, pues 
dentro de su presente estatuto, sólo los estados tienen capacidad de 
ser partes ante ella. En estas circunstancias, la responsabilidad que 
podrá determinarse, será de naturaleza estrictamente civil, ya que es 
doctrina generalizada que los entes colectivos carecen de responsabi- 
lidad penal. 

El artículo 8% deja vislumbrar una posible intervención de los 
“órganos competentes” de las Naciones Unidas para la prevención 
y sanción de los actos de genocidio, pero la forma vaga en que está 
redactado, nos hace pensar que su aplicación habrá de ser motivo de 
controversias. 

Para los efectos de la extradición, los delitos de genocidio no se 
incluyen en la categoría de delitos políticos, según reza el artículo 79. 
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Por consiguiente, los autores, cómplices y encubridores no pueden 
acogerse al derecho de asilo para escapar al castigo. 

En Derecho Penal, toda figura delictiva carecerá de relevancia 
jurídica en tanto que no se le complemente con una sanción y con 
medidas encaminadas a su prevención. La declaratoria de que un 
hecho es punible no es más que el antecedente necesario a la impo- 
sición de una pena. De esta manera, podemos concluir que una de 
las finalidades inmediatas del Derecho Penal es la aplicación de una 
pena al delincuente, cualquiera que sea el concepto de pena que inspi- 
re al ordenamiento jurídico de un lugar y de una época determinada. 

Sólo hay una limitación impuesta universalmente por el indi- 
vidualismo a la aplicación de las penas, y es que éstas deben estar 
establecidas por una ley anterior a la comisión del delito. Esta ga- 
rantía existe en todos los países del mundo civilizado, y sólo tenemos 
noticia de que se le haya suprimido en la Alemania nazi. 

En este respecto, la Convención sobre Genocidio es incompleta. 
Después de tratar con más o menos acierto la figura delictiva, no 
se atreve a establecer una sanción adecuada con validez internacional, 
nia fijar cuáles habrán de ser las medidas preventivas, deteniéndose 
una vez más en el umbral del derecho interno para, pedirle que se 
encargue de esa doble misión. 

Tanto en este aspecto como en otros que hemos considerado an- 
teriormente, se advierte el carácter exploratorio, de tanteo, con que 
ha surgido la Convención en el seno de las Naciones Unidas. Su 
naturaleza experimental se observa hasta en la insólita disvosición 
que establece que no entrará en vigor sino hasta noventa días des- 
pués de haber sido ratificada por veinte países. Y este número se 
va alcanzando muy lentamente. Tan lentamente como tardan en 
acallarse las objeciones que se oponen en las legislaturas de los 
estados, en la cuales se guarda celosamente el legendario tesoro de 
la soberanía nacional. 

Guatemala, según apuntamos, al principio ha ratificado la Con- 
vención sin ningún tropiezo legislativo, por encontrar que ella en- 
cuadra perfectamente dentro del espíritu que anima a nuestra legis- 
lación, en la cual se proscribe categóricamente toda discriminación 
por motivos de filiación, sexo, raza, color, clase, creencias religiosas 
o ideas políticas. 
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Esta resuelta actitud de nuestro país le impone inmediatamente 
el cumplimiento de dos compromisos: incorporar al Código Penal la 
figura delictiva del Genocidio, adscribiéndole una sanción adecuada; 
y tomar las medidas de policía y gobierno que sean pertinentes para 
prevenir dicho delito y sus proteicas manifestaciones, tales como las 
persecuciones políticas, de clases sociales, de sectores económicos, etc. 

El primer problema es legislativo y se resolvería incluyendo al 
Genocidio en el capítulo que —con terminología discutible— nuestro 
Código Penal dedica a los delitos contra el derecho de gentes. El 
lugar no es plenamente adecuado, pero responde a la necesidad de 
una catalogación provisional en tanto que el delito llega a ocupar el 
lugar que le corresponde en un Código de Derecho Penal Internacional 
del futuro. 


